
[image: image1]

Ledesma SAAI c/DGI

	PARTE/S:
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	SALA:
	II

	FECHA:
	14/02/2012


 

Buenos Aires, 14 de febrero de 2012.

Y VISTOS,

"Ledesma SAAI (TF 24571-I) c/ DGI"

CONSIDERANDO:

I.-Que a fs. 88/91 el Tribunal Fiscal de la Nación, revocó la resolución de la AFIP - DGI emitida por la Jefa (int.) de la División Determinaciones de Oficio del departamento Técnico Legal Grandes Contribuyentes Nacional de la Subdirección General de Operaciones Impositivas III, con fecha 30 de noviembre de 2004, por la que se determinó de oficio el impuesto a las ganancias de la parte actora, por los períodos fiscales 1999 y 2000. Impuso las costas a la vencida.

Precisó las circunstancias fácticas del caso y la normativa aplicable a la cuestión, para concluir que resultan deducibles como gastos los pagos efectuados a los beneficiarios del exterior impugnados por el Fisco, por encontrarse cumplidos los requisitos legales pertinentes; esto es, la inscripción ante la autoridad de aplicación, dentro del período fiscal en que se practicó la deducción, aun cuando en el caso, el mencionado registro se llevó a cabo en fecha posterior a los pagos.

Decidió de ese modo, considerado que la interpretación armónica de los textos de la ley del impuesto a las ganancias y la ley de transferencia de tecnología, conduce a afirmar que procede la deducción de gastos en los términos del art. 80 y concordantes de la ley N° 20.628 por la verificación del pago efectuado; sin perjuicio de lo establecido en el art. 93 de la esa ley que contiene una remisión expresa a la ley n° 22.426, pues los efectos del incumplimiento de los recaudos allí establecidos, se acotan al supuesto reglado en ese artículo (confr. fs.91).

II.- Que contra esa resolución, interpuso el Fisco Nacional el recurso de apelación que obra a fs. 92 y expresó su agravios a fs. 95/103.

En primer lugar, relató los antecedentes de la controversia y recordó que los ajustes obedecieron a que la contribuyente efectuó diversos pagos en concepto de transferencia de tecnología, sin antes solicitar y obtener la inscripción de los respectivos contratos en el Instituto Nacional de Propiedad Industrial. Esa circunstancia, determinó la aplicación de las disposiciones establecidas en el art. 9° de la Ley 22.428 y por ende, la impugnación de la deducción del gasto así como de la pérdida impositiva generada por el depósito de las retenciones a los beneficiarios del exterior, tomado a cargo por la contribuyente.

Destacó que por aplicación estricta de la normativa pertinente, en particular la norma citada en el párrafo que antecede y la Nota Externa N° 1/2002 (AFIP), que establece los requisitos para admitir la deducción en el impuesto a las ganancias de los pagos de honorarios originados en Contratos de Transferencia de Tecnología, la conducta fiscal resulta ajustada a derecho y la interpretación del Tribunal a quo contradice y se aparta de las disposiciones legales.

En particular, señaló que la ley del gravamen remite a la Ley N° 22.426 para identificar los requisitos y las formas que la responsable debe cumplir, e indica la temporalidad de la aplicación cuando expresamente refiere al momento de efectuarse los pagos. En las presentes actuaciones, la actora no presentó en tiempo oportuno, ante la autoridad de aplicación, ampliación alguna del contrato de transferencia de tecnología, por ello afirmó que, siendo que las sucesivas ampliaciones, no son otra cosa que nuevos contratos, su inscripción tardía impide considerar que los pagos en exceso, cumplan con los requisitos legales para verse beneficiados con el tratamiento impositivo que la norma dispensa a aquellos actos jurídicos que den cumplimiento con tales recaudos.

Sostuvo que en la postura fiscal no se trata de observar una formalidad, sino atenerse a los requisitos que la ley del impuesto en concordancia con la de Transferencia de Tecnología establecen, para que puedan encuadrarse correctamente lo actos jurídicos llevados a cabo entre la responsable y la sociedad prestataria del servicio domiciliada en el exterior.

En ese sentido, criticó la resolución impugnada por contradecir la letra y el sentido de la ley aplicable, prescindiendo de la norma y apartándose de la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación relativa a la interpretación de la ley. Sobre el punto, citó doctrina y jurisprudencia en apoyo de su postura.

Formuló reserva del caso federal y peticionó se admita su apelación y se revoque la resolución apelada.

III.- Que a su turno, la parte actora contesto los agravios de su contraria, solicitando que se los rechace, con costas (fs. 114/122)

IV.- Que la Ley de Transferencia de Tecnología N° 22.426 establece en su articulo 3°) que los contratos del tipo aquí descripto deberán registrarse ante la Autoridad de Aplicación (INPI) a título informativo, disponiendo por su parte el artículo 9°) de dicho ordenamiento que contratos entre partes no vinculadas que no cumplan con tal requisito no darán lugar a la deducción a los fines impositivos de las prestaciones en ellas establecidas como gastos por el receptor, resultando, en consecuencia, la totalidad de los montos pagados en virtud de tales actos como ganancia neta del proveedor.

En lo que aquí importa, la actora suscribió dos contratos con fecha 1/1/98 y 17/2/99 con las firmas Blas Rodriguez (USA) y Asociados y Market Opportunity Resources Inc. (USA), solicitando la respectiva inscripción con fechas 4/05/99 y 5/05/99. Esos contratos fueron ampliados con fecha 20/1/99 y 21/7/99, y peticionada su inscripción con fechas 13/08/99 y 7/09/99 (ver detalle fs. 12/13) En tanto que los pagos efectuados por la contribuyente, objeto de observación por el fisco, datan del 28/04/98 y 22 y 23/06/99 respecto de la firma mencionada en primer término, y el 19/04/99, 08/07/99, 12/08/99 y 03/09/99 con relación a la otra contratante.

Es decir, no se encuentra controvertido que los contratos y sus ampliaciones fueron inscriptos, y que las prestaciones objeto de éstos, según los certificados emitidos por el Instituto Nacional de la Propiedad Intelectual, se subsumen en las previsiones del art. 93, inc. a) apartado 1) y 2) de la ley del gravamen.

La cuestión a determinar es si la circunstancia de haberse formulado la inscripción con posterioridad a los pagos que pretenden deducirse de ganancias, impide que se practiquen tales detracciones a los fines impositivos.

V.- Que teniendo en cuenta que no se ha discutido que la inscripción referida fue cumplida dentro del período fiscal en que se efectuó la deducción, los términos establecidos en la normativa citada impiden sostener la postura fiscal, en la medida que - con la inscripción referida y la emisión de los certificados respectivos- se encuentran cumplidos los recaudos establecidos en los arts. 3° y 9° de la ley 22.426.

Desde esta perspectiva, la invocación de la Nota Externa n° 1/02 resulta intrascendente a los efectos de la presente controversia, la que se resuelve en los términos de las disposiciones contenidas en la normativa estrictamente aplicable al caso y que se citan en el párrafo que antecede.

Por otro lado, debe resaltarse que el Fisco Nacional omitió hacerse cargo y formular una critica concreta y razonada del argumento central y base de la resolución apelada, concerniente a la consideración del impuesto a las ganancias como de ejercicio y liquidación anual, de tal modo que abarca precisamente a todas las operaciones llevadas a cabo dentro del mismo ejercicio, entre las que se encuentran claro está, los pagos observados y la propia inscripción del contrato.

La falta de agravios en ese punto, impide atribuir al recurso efectos susceptibles de desvirtuar las conclusiones del pronunciamiento apelado; en la medida que los fundamentos que sustentan la decisión implican la consideración, como factor relevante, del hecho que los pagos observados fueron efectuados en el mismo ejercicio fiscal en que se realizó la inscripción de los contratos y sus ampliaciones.

VI - Que debe a esta altura precisarse, que el sentido en que se resuelve la presente, guarda coherencia con el criterio expuesto en distintos pronunciamientos de esta Cámara que han ido delimitando con precisión los alcances de las normas involucradas, en particular en tanto se plantean diferentes situaciones en las que el Fisco Nacional pretende equipararlas a la de la falta de registro de los contratos ante la autoridad de aplicación, y por ende, aplicar los efectos impositivos de ese incumplimiento frente a supuestos en los que -como aquí ocurre- se verificó la inscripción.

Así se ha destacado que "[e]n efecto, no se discute que en los contratos de transferencia de tecnología celebrados por la actora no se pactó un precio determinado…, siendo ello así la obligación que según el Fisco incumpliera la actora, de realizar una nueva inscripción del contrato con el fin de obtener por parte de la autoridad de aplicación la expedición de un nuevo certificado por el monto efectivamente pagado, no encuentra apoyo en las normas aplicables. Éstas imponen el registro de los actos jurídicos celebrados con el exterior que tengan por objeto la transferencia de tecnología, por lo cual sólo en el supuesto de celebrarse un nuevo acuerdo podría surgir la necesidad de registrarlo, lo que no aconteció en el caso de autos, dado que la diferencia señalada deriva de la forma de pago estipulada en el contrato ya registrado. Por otra parte, el art. 8 de la ley 22.426 establece la exigencia de presentar declaración de los datos del contrato en oportunidad de su registro, toda vez que en el caso no debía realizarse inscripción alguna, por ende, no correspondía tampoco presentar una declaración jurada" (en este sentido Sala III, "Oleoducto Trasandino Argentino", del 21/09/2005, confirmado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, el 8 de abril de 2008, declarando desierto el recurso ordinario interpuesto en su contra).

Asimismo, la Sala V in re "HB FULLER ARGENTINA SAIC (TF 23813-I) C/DGI", del 21/08/2008, señaló: “Tal como lo destaca la parte actora, de la normativa aplicable al caso, (ley de impuesto a las ganancias, ley de transferencia de tecnología, y normas reglamentarias) se contempla una serie de requisitos para la deducción del tributo; en ellos, no están incluidos la registración de las meras prórrogas de los contratos, y la determinación exacta y rigurosa de los montos del contrato registrado"

Del mismo modo, esta Sala - en una integración anterior-, en autos, "OTIS ARGENTINA SA", el 11/9/2007; sostuvo que el contrato que se analizaba había cumplido debidamente con los requisitos de la ley de transferencia de tecnología, no siendo válido cuestionar la inscripción de su prórroga, pues no constituía un requisito constitutivo del beneficio (en igual sentido Sala IV, fallo del 18/02/2010, "Monsanto Argentina SA (TF 21.402-I) c/ DGI").

VII.- Que los argumentos expuestos en los precedentes citados, y la decisión que se adopta en el presente reconocen adecuado sustento en la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, que tiene dicho, que la primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador (Fallos: 302:973) y respecto de las leyes tributarias en particular, ha establecido el criterio de que "[l]as normas impositivas no deben interpretarse con el alcance más restringido que el texto admita, sino en forma tal que el propósito de la ley se cumpla de acuerdo con los principios de una razonable y discreta interpretación, de donde resulta que las exenciones tributarias pueden resultar del indudable propósito de la norma y de su necesaria implicancia" (Fallos: 296:253, entre otros).

Desde esta perspectiva, tampoco resulta atendible el fundamento del apelante sustentado en las disposiciones relativas a las retenciones a practicar a Beneficiarios del Exterior en el Impuesto a las Ganancias, y con particular referencia a las sumas relativas a contratos regidos por la Ley de Transferencia de Tecnología, habida cuenta la mención expresa contenida en el art. 93 inc. a) de la ley del impuesto respecto del "momento del pago".

Ello así, porque en las normas objeto de aplicación e interpretación en las presentes actuaciones, que se encuentran involucradas a raíz del ajuste formulado a la aquí actora por la deducción como gasto en el impuesto a las ganancias, no se encuentra prevista una limitación o restricción concerniente al recaudo temporal analizado, aplicable al presente caso y en función de las particulares circunstancias de hecho aquí configuradas; a lo que se añade que el ajuste que se formuló por Retenciones de Impuesto a las Ganancias a Beneficiarios del Exterior, fue conformado por el contribuyente (ver fs. 13 último párrafo).

Por lo expuesto, el Tribunal

RESUELVE:

Desestimar la apelación del Fisco Nacional y confirmar el pronunciamiento recurrido, con costas a la vencida (art. 68 del CPCCN)

ASÍ SE DECIDE.

Regístrese, notifíquese y devuélvase.-

 

María Claudia Caputi

Luis M. Márquez

José Luis López Castiñeira

Ante mí:

Carlos José Massia

Secretario de Cámara
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